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Cuando se trate de ascendientes reagrupados, éstos sólo podrán ejercer, a su vez, el derecho de 
reagrupación familiar tras haber obtenido la condición de residentes de larga duración y acreditado 
solvencia económica. 

Excepcionalmente, el ascendiente reagrupado que tenga a su cargo uno o más hijos menores de edad, o 
hijos con discapacidad que no sean objetivamente capaces de proveer a sus propias necesidades debido a 
su estado de salud, podrá ejercer el derecho de reagrupación en los términos dispuestos en el apdo. 2 de 
este art., sin necesidad de haber adquirido la residencia de larga duración. 

La persona que mantenga con el extranjero residente una relación de afectividad análoga a la conyugal se 
equiparará al cónyuge a todos los efectos previstos en este capítulo, siempre que dicha relación esté 
debidamente acreditada y reúna los requisitos necesarios para producir efectos en España. 

En todo caso, las situaciones de matrimonio y de análoga relación de afectividad se considerarán 
incompatibles entre sí. 

No podrá reagruparse a más de una persona con análoga relación de afectividad, aunque la ley personal 
del extranjero admita estos vínculos familiares. 

Reglamentariamente, se desarrollarán las condiciones para el ejercicio del derecho de reagrupación, así 
como para acreditar, a estos efectos, la relación de afectividad análoga a la conyugal. 

Requisitos para la reagrupación familiar (Art. 18) 

Los extranjeros podrán ejercer el derecho a la reagrupación familiar cuando hayan obtenido la renovación 
de su autorización de residencia inicial, con excepción de la reagrupación de los familiares ascendientes 
en 1er grado, que solamente podrán ser reagrupados a partir del momento en que el reagrupante adquiera 
la residencia de larga duración. 

La reagrupación de los familiares de 1residentes de larga duración, de los 2trabajadores titulares de la 
tarjeta azul de la U.E. y de los 3beneficiarios del régimen especial de investigadores, podrá solicitarse y 
concederse, simultáneamente, con la solicitud de residencia del reagrupante. Cuando tengan reconocida 
esta condición en otro Estado miembro de la Unión Europea, la solicitud podrá presentarse en España o 
desde el Estado de la Unión Europea donde tuvieran su residencia, cuando la familia estuviera ya 
constituida en aquél. 

El reagrupante deberá acreditar, en los términos que se establezcan reglamentariamente, que dispone de 
vivienda adecuada y de medios económicos suficientes para cubrir sus necesidades y las de su familia, una 
vez reagrupada. 

Procedimiento para la reagrupación familiar (Art. 18.2) 

El extranjero que desee ejercer el derecho a la reagrupación familiar deberá solicitar una autorización de 
residencia por reagrupación familiar a favor de los miembros de su familia que desee reagrupar, pudiendo 
solicitarse de forma simultánea la 1renovación de la autorización de residencia y la 2solicitud de 
reagrupación familiar. 

En caso de que el derecho a la reagrupación se ejerza por residentes de larga duración en otro Estado 
miembro de la Unión Europea que residan en España, la solicitud podrá presentarse por los familiares 
reagrupables, aportando prueba de residencia como miembro de la familia del residente de larga duración 
en el primer Estado miembro.* 

Efectos de la reagrupación familiar en circunstancias especiales (Art. 19) 

La autorización de residencia por reagrupación familiar de la que sean titulares el cónyuge e hijos 
reagrupados cuando alcancen la edad laboral, habilitará para trabajar sin necesidad de ningún otro trámite 
administrativo. 

El cónyuge reagrupado podrá obtener una autorización de residencia independiente* cuando disponga de 
medios económicos suficientes para cubrir sus propias necesidades. 
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En caso de que la cónyuge reagrupada fuera víctima de violencia de género, sin necesidad de que se haya 
cumplido el requisito anterior, podrá obtener la autorización de residencia y trabajo independiente, desde 
el momento en que se hubiera dictado a su favor una 1orden de protección o, en su defecto, 2informe del 
Ministerio Fiscal que indique la existencia de indicios de violencia de género. 

Los hijos reagrupados podrán obtener una autorización de residencia independiente cuando alcancen la 
mayoría de edad y dispongan de medios económicos suficientes para cubrir sus propias necesidades. 

Reglamentariamente se determinará la forma y la cuantía de los medios económicos considerados 
suficientes para que los familiares reagrupados puedan obtener una autorización independiente. 

En caso de muerte del reagrupante, los familiares reagrupados podrán obtener una autorización de 
residencia independiente en las condiciones que se determinen. 

GARANTÍAS JURÍDICAS (Cap. 3) 

Derecho a la tutela judicial efectiva (Art. 20) 

Los extranjeros tienen derecho a la tutela judicial efectiva. 

Los procedimientos administrativos que se establezcan en materia de extranjería respetarán en todo caso 
las garantías previstas en la legislación general sobre procedimiento administrativo, especialmente en lo 
relativo a 1publicidad de las normas, 2contradicción, 3audiencia del interesado y 4motivación de las 
resoluciones, salvo lo dispuesto en el art. 27 de esta Ley. 

En los procedimientos administrativos estarán legitimadas para intervenir como interesadas las 
organizaciones constituidas legalmente en España para la defensa de los inmigrantes, expresamente 
designadas por éstos. 

En los procesos contencioso-administrativos en materia de extranjería estarán legitimadas para intervenir 
las entidades que resulten afectadas en los términos previstos por el artículo 19.1.b) de la Ley reguladora de 
dicha jurisdicción*. 

Derecho al recurso contra los actos administrativos (Art. 21) 

Los actos y resoluciones administrativas adoptados en relación con los extranjeros serán recurribles con 
arreglo a lo dispuesto en las leyes. 

El régimen de ejecutividad de los actos administrativos dictados en materia de extranjería será el previsto 
con carácter general en la legislación vigente, salvo lo dispuesto en esta Ley para la tramitación de 
expedientes de expulsión con carácter preferente. 

Derecho a la asistencia jurídica gratuita (Art. 22) 

Los extranjeros que se hallen en España tienen derecho a la asistencia jurídica gratuita en los procesos en 
los que sean parte, cualquiera que sea la jurisdicción en la que se sigan, en las mismas condiciones que los 
ciudadanos españoles. 

Los extranjeros que se hallen en España tienen derecho a 1asistencia letrada en los procedimientos 
administrativos que puedan llevar a su denegación de entrada, devolución, o expulsión del territorio 
español y en todos los procedimientos en materia de protección internacional, así como a la 2asistencia de 
intérprete si no comprenden o hablan la lengua oficial que se utilice. Estas asistencias serán gratuitas 
cuando carezcan de recursos económicos suficientes según los criterios establecidos en la normativa 
reguladora del derecho de asistencia jurídica gratuita. 

En los procesos contencioso-administrativos contra las resoluciones que pongan fin a la vía administrativa 
en materia de denegación de entrada, devolución o expulsión, el reconocimiento del derecho a la asistencia 
jurídica gratuita requerirá la oportuna solicitud realizada en los términos previstos en las normas que regulan 
la asistencia jurídica gratuita. La 1constancia expresa de la voluntad de interponer el recurso o 2ejercitar la 
acción correspondiente deberá realizarse de conformidad con lo previsto en la Ley 1/2000, de 7 de enero, 
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de Enjuiciamiento Civil, o en caso de que el extranjero pudiera hallarse privado de libertad, en la forma y 
ante el funcionario público que reglamentariamente se determinen. 

A los efectos previstos en este apartado, cuando el extranjero tuviera derecho a la asistencia jurídica 
gratuita y se encontrase fuera de España, la solicitud de la misma y, en su caso, la manifestación de la 
voluntad de recurrir, podrán realizarse ante la misión diplomática u oficina consular correspondiente. 

DE LAS MEDIDAS ANTIDISCRIMINATORIAS (Cap. 4) 

Actos discriminatorios (Art. 23) 

A los efectos de esta Ley, representa discriminación todo acto que, directa o indirectamente, conlleve una 
distinción, exclusión, restricción o preferencia contra un extranjero basada en la raza, el color, la 
ascendencia o el origen nacional o étnico, las convicciones y prácticas religiosas, y que tenga como fin o 
efecto destruir o limitar el reconocimiento o el ejercicio, en condiciones de igualdad, de los derechos 
humanos y de las libertades fundamentales en el campo político, económico, social o cultural. 

En cualquier caso, constituyen actos de discriminación: 

- Los efectuados por la autoridad o funcionario público o personal encargado de un servicio público, 
que en el ejercicio de sus funciones, por acción u omisión, realice cualquier acto discriminatorio 
prohibido por la ley contra un extranjero sólo por su condición de tal o por pertenecer a una 
determinada raza, religión, etnia o nacionalidad. 

- Todos los que impongan condiciones más gravosas que a los españoles, o que impliquen resistencia 
a facilitar a un extranjero bienes o servicios ofrecidos al público, sólo por su condición de tal o por 
pertenecer a una determinada raza, religión, etnia o nacionalidad. 

- Todos los que impongan ilegítimamente condiciones más gravosas que a los españoles o restrinjan o 
limiten el acceso al trabajo, a la vivienda, a la educación, a la formación profesional y a los servicios 
sociales y socioasistenciales, así como a cualquier otro derecho reconocido en la presente Ley 
Orgánica, al extranjero que se encuentre regularmente en España, sólo por su condición de tal o por 
pertenecer a una determinada raza, religión, etnia o nacionalidad. 

- Todos los que impidan, a través de acciones u omisiones, el ejercicio de una actividad económica 
emprendida legítimamente por un extranjero residente legalmente en España, sólo por su condición de 
tal o por pertenecer a una determinada raza, religión, etnia o nacionalidad. 

- Constituye discriminación indirecta todo tratamiento derivado de la adopción de criterios que 
perjudiquen a los trabajadores por su condición de extranjeros o por pertenecer a una determinada 
raza, religión, etnia o nacionalidad. 

Aplicabilidad del procedimiento sumario (Art. 24) 

La tutela judicial contra cualquier práctica discriminatoria que comporte vulneración de derechos y 
libertades fundamentales podrá ser exigida por el procedimiento de preferencia y sumariedad* previsto en 
el art. 53.2 de la Constitución en los términos legalmente establecidos. 

RÉGIMEN JURÍDICO DE LOS EXTRANJEROS (Tít. 2) 

ENTRADA Y SALIDA DEL TERRITORIO ESPAÑOL (Cap. 1) 

Requisitos para la entrada en territorio español (Art. 25) 

El extranjero que pretenda entrar en España deberá hacerlo por los 1puestos habilitados al efecto, hallarse 
provisto del 2pasaporte o documento de viaje que acredite su identidad, que se considere válido para tal 
fin en virtud de convenios internacionales suscritos por España y 3no estar sujeto a prohibiciones expresas. 
Asimismo, deberá 4presentar los documentos que se determinen reglamentariamente que justifiquen el 
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objeto y condiciones de estancia, y 5acreditar medios de vida suficientes para el tiempo que pretenda 
permanecer en España, o estar en condiciones de obtener legalmente dichos medios. 

Salvo en los casos en que se establezca lo contrario en los convenios internacionales suscritos por España 
o en la normativa de la Unión Europea, será preciso, además, un visado. 

No será exigible el visado cuando el extranjero se encuentre provisto de la 1tarjeta de identidad de 
extranjero o, excepcionalmente, de una 2autorización de regreso*. 

Lo dispuesto en los párrafos anteriores no será de aplicación a los extranjeros que soliciten acogerse al 
derecho de asilo en el momento de su entrada en España, cuya concesión se regirá por lo dispuesto en su 
normativa específica. 

Se podrá autorizar la entrada en España de los extranjeros que no reúnan los requisitos establecidos en los 
párrafos anteriores cuando existan razones excepcionales de índole humanitaria, interés público o 
cumplimiento de compromisos adquiridos por España. En estos casos, se procederá a hacer entrega al 
extranjero de la documentación que se establezca reglamentariamente. 

La entrada en territorio nacional de los extranjeros a los que no les sea de aplicación el régimen 
comunitario, podrá ser registrada por las autoridades españolas a los efectos de control de su período de 
permanencia legal en España, de conformidad con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
protección de datos de carácter personal. 

Tipos de visado (Art. 25.2) 

Los extranjeros que se propongan entrar en territorio español deberán estar provistos de visado, 
válidamente expedido y en vigor, extendido en su pasaporte o documento de viaje o, en su caso, en 
documento aparte, salvo lo dispuesto en los convenios internacionales suscritos por España o en la 
normativa de la Unión Europea en el apdo. 2 del art. 25 de esta Ley. 

Los visados a que se refiere el apartado anterior serán de una de las clases siguientes: 

a) Visado de tránsito, que habilita a transitar por la zona de tránsito internacional de un 
aeropuerto español o a atravesar el territorio español. No será exigible la obtención de 
dicho visado en casos de tránsito de un extranjero a efectos de repatriación o alejamiento 
por vía aérea solicitado por un Estado miembro de la Unión Europea o por un tercer estado 
que tenga suscrito con España un acuerdo internacional sobre esta materia. 

b) Visado de estancia, que habilita para una estancia ininterrumpida o estancias sucesivas 
por un período o suma de períodos cuya duración total no exceda de 3 meses por 
semestre a partir de la fecha de la primera entrada. 

c) Visado de residencia, que habilita para residir sin ejercer actividad laboral o profesional. 

d) Visado de residencia y trabajo, que habilita para la 1entrada y estancia por un período 
máximo de 3 meses y para el comienzo, en ese plazo, de la 2actividad laboral o profesional 
para la que hubiera sido previamente autorizado. En este tiempo deberá producirse el alta 
del trabajador en la Seguridad Social, que dotará de eficacia a la autorización de residencia 
y trabajo, por cuenta propia o ajena. Si transcurrido el plazo no se hubiera producido el alta, 
el extranjero quedará obligado a salir del territorio nacional, incurriendo, en caso contrario, 
en la infracción contemplada en el artículo 53.1.a) de esta Ley. 

e) Visado de residencia y trabajo de temporada, que habilita para trabajar por cuenta ajena 
hasta 9 meses en un período de 12 meses consecutivos. 

f) Visado de estudios, que habilita a permanecer en España para la realización de cursos, 
estudios, trabajos de investigación o formación, intercambio de alumnos, prácticas no 
laborales o servicios de voluntariado, no remunerados laboralmente. 
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g) Visado de investigación, que habilita al extranjero a permanecer en España para realizar 
proyectos de investigación en el marco de un convenio de acogida firmado con un 
organismo de investigación. 

Prohibición de entrada en España (Art. 26) 

No podrán entrar en España, ni obtener un visado a tal fin, los extranjeros que hayan sido expulsados, 
mientras dure la prohibición de entrada, así como aquellos que la tengan prohibida por otra causa 
legalmente establecida o en virtud de convenios internacionales en los que sea parte España. 

A los extranjeros que no cumplan los requisitos establecidos para la entrada, les será denegada mediante 
resolución motivada, con información acerca de los 1recursos que puedan interponer contra ella, 2plazo 
para hacerlo y 3autoridad ante quien deben formalizarlo, y de su 4derecho a la asistencia letrada, que podrá ser 
de oficio, y de intérprete, que comenzará en el momento mismo de efectuarse el control en el puesto fronterizo. 

Expedición del visado (Art. 27) 

El visado se solicitará y expedirá en las Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares de España, salvo en 
los supuestos excepcionales que se contemplen 1reglamentariamente o en los supuestos en los que el 
Estado español, de acuerdo con la normativa comunitaria sobre la materia, haya 2acordado su representación 
con otro Estado miembro de la Unión Europea en materia de visados de tránsito o estancia. 

La concesión del visado: 

- Habilitará al extranjero para presentarse en un puesto fronterizo español y solicitar su entrada. 

- Habilitará al extranjero, una vez se ha efectuado la entrada en territorio español, a permanecer en 
España en la situación para la que hubiese sido expedido, sin perjuicio de la obligatoriedad de obtener, 
en su caso, la tarjeta de identidad de extranjero. 

De la salida de España (Art. 28) 

Las salidas del territorio español podrán realizarse libremente, excepto en los casos previstos en el 1Código 
Penal y en la 2presente Ley. La salida de los extranjeros a los que no les sea de aplicación el régimen 
comunitario, podrá ser registrada por las autoridades españolas a los efectos de control de su período de 
permanencia legal en España de conformidad con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de Carácter Personal.* 

Excepcionalmente, el Ministro del Interior podrá prohibir la salida del territorio español por razones de 
seguridad nacional o de salud pública. La instrucción y resolución de los expedientes de prohibición tendrá 
siempre carácter individual. 

La salida será obligatoria en los siguientes supuestos: 

- Expulsión del territorio español por orden judicial, en los casos previstos en el Código Penal. 

- Expulsión o devolución acordadas por resolución administrativa en los casos previstos en la presente Ley. 

- Denegación administrativa de las solicitudes formuladas por el extranjero para 1continuar 
permaneciendo en territorio español, o 2falta de autorización para encontrarse en España. 

- Cumplimiento del plazo en el que un trabajador extranjero se hubiera comprometido a regresar a su 
país de origen en el marco de un programa de retorno voluntario*. 

AUTORIZACIÓN DE ESTANCIA Y DE RESIDENCIA (Cap. 2) 

Enumeración de las situaciones (Art. 29) 

Los extranjeros podrán encontrarse en España en las situaciones de estancia o residencia. 
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